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RECURSO DE REVISIÓN  221/2016.

COMISIONADO PONENTE: 

M.A.P. YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA

PROYECTISTA: 


ÓSCAR VILLALPANDO DEVO
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

GOBIERNO DE ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL Y OTRAS AUTORIDADES.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 15 quince de diciembre de 2016 dos mil dieciséis. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia en el folio 00384216 cero, cero, trescientos ochenta y cuatro mil doscientos dieciséis, el 4 cuatro de septiembre de 2016 dos mil dieciséis la SECRETARÍA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
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£Qué le respondieron? Datos del recurso de revision
Dependencia que recibe la

Descripcion de la solicitud de

Comision Estatal de Garantia de Acceso a la Informacion Piblica
formacion

[Documento que establezca cuantas auditorias o peritajes ambientales se han A
realizado por parte de la Direccion de Auditoria y Supervision de septiembre de
2015 a agosto 2016 sefialando nombre de la empresa, fecha en que se realizo V'
Archivo adjunto de la solicitud (No hay archivo adjunto)

Regresar al reporte





Documento que establezca cuantas auditorias (sic) o peritajes ambientales se han realizado por parte de la Dirección de Auditoría y Supervisión de septiembre de 2015 a agosto 2016 señalando nombre de la empresa, fecha en que se realizo (sic) la auditoría o peritaje, quienes la realizaron y el resultado que se obtuvo.
SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 20 veinte de septiembre de 2016 dos mil dieciséis el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue
:
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San Luis Potosf, S.L.P,, 05 de Septiembre de 2016
SEGAM/U1/203/2016

MARIA MANUELA KALIXTOQ SANCHEZ
DIRECTORA DE AUDITORIA Y SUPERVISION
PRESENTE.-

Aprovecho la ocasién para enviarles un cordial saludo, asi mismo, por este conducto me
permito hacer de su conocimiento que fecha 05 cinco del mes de septiembre de 2016 dos mil
dieciséis el C| | a través de la Plataforma Nacional de Transparencia
con nimero de referencia 00384216, ha requerido la informacién que se adjunta al presente.

Me permito mencionarle que a partir de la fecha de recepci6n del presente, cuenta con 3 tres
dias para entregar la respuesta a esta Unidad de Informacién, la cual deber4 ser en formato

fisico y digital a correo segamtransparencia@gmail.com, lo anterior para estar en condiciones

de llevar a cabo los tramites correspondientes.

Asi mismo no omito mencionarle que de conformidad con lo establecido en el articulo 150 de
la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacién Publica del Estado, si requiere que la
solicitud de referencia sea completada, corregida o ampliada, cuenta con 2 DOS DIiAS para
hacerlo de conocimiento de esta Unidad de Informacién, lo anterior para estar en condiciones

de llevar a cabo el tramite solicitado.

Sin més por el momento, quedo a sus érdenes para cualquier aclaracién o duda al respecto.

ATENTAMENTE

ﬁgmm 7K
MA. EUGHNIA TORRES KASIS

UNIDAD DE TRANSPARENCIA

c.c.p. Archivo
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?ROSPEREMOS JUNTOS LAABIENTAL

MEM DAYS/116/2016
SAN LUIS POTOSI, A 05 DE SEPTIEMBRE DE 2016

LIC. MA. EUGENIA TORRES KASIS
RESPONSABLE DE LA UNIDAD DE INFORMACION
PRESENTE

En alcance a su similar SEGAM/UI/203/2016 de fecha 05 de Septiembre del afio dos mil
dieciséis, a través del Sistema INFOMEX con nimero de referencia 00384216, hecha
por el C. la cual se encuentra en hoja anexa en el mencionado
memorandum el cual es acuse de recibo a la Solicitud de informacion de la Plataforma
Nacional de Transparencia que a la letra dice lo siguiente:

“documento donde establezca cuantas auditorias o peritajes ambientales se han realizado
por parte de la Direccion de Auditoria y Supervisién de septiembre de 2015 a agosto 2016
sefialando nombre de la empresa, fecha en que se realizo la auditoria o peritaje, quienes
la realizaron y el resultado que se obtuvo..

Digasele al peticionario que si bien es cierto que el Reglamento interior de la Secretaria
de Ecologia y Gestién Ambiental se sefiala lo relacionado con auditorias ambientales,
también lo es que a la fecha no se ha implementado en virtud de que no se ha elaborado
el Reglamento en materia de Auditorias Ambientales.

ATENTAMENTE

Directora de Audltorla y Supervision de la
SEGAM

c.c.p. Archivo
L'MMKS

P NOVNnG)

PARENGIA





TERCERO. Interposición del recurso. El 4 cuatro de octubre de 2016 dos mil dieciséis, mediante registro RR00036016 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior, mismo que al día hábil siguiente quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. 

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 5 cinco de octubre de 2016 dos mil dieciséis la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 10 diez de octubre de 2016 dos mil dieciséis la Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-221/2016-2 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados al GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ por conducto de la SECRETARÍA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL –en adelante SEGAM– a través de su TITULAR del TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA y del DIRECTOR DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN.
· Se le tuvo al recurrente por señalado dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto la ponente expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encontraba en una de las excepciones del derecho de acceso a la información como impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 

Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; y que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.


SEXTO. Ampliación del plazo para resolver. Por auto del 20 veinte de octubre de 2016 dos mil dieciséis la ponente del presente asunto de conformidad con los acuerdo de Pleno de esta Comisión de Transparencia CEGAIP-198/2016 y CEGAIP 199/2016 amplió el plazo para resolver el presente asunto.

SÉPTIMO. Informe de los sujetos obligados. Por proveído del 4 cuatro de noviembre de 2016 dos mil dieciséis la ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido los oficios ECO.01.2440/2016 y ECO.01.2452/2016, firmados, respectivamente por el TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA junto con un anexo y del DIRECTOR DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN.
· Por reconocida su personalidad.
· Por ofrecidas y desahogadas las pruebas de quienes así lo hicieron. 

· Por rendido en tiempo y forma el informe solicitado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones.


 Respecto de la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.
Para concluir, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública. 
TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a aquél a quien le pudiese causar perjuicio.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 20 veinte de septiembre de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 21 veintiuno de septiembre al 11 once de octubre. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 24 veinticuatro y 25 veinticinco de septiembre, así como los días 1 uno, 2 dos, 8 ocho y 9 nueve de octubre.
· Consecuentemente si el 5 cinco de octubre de este año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.  


QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados atribuidos a los entes obligados en virtud de que así lo reconocieron en su informe, esto es en cuanto a una solicitud de acceso a la información pública y la respuesta del sujeto obligado.

Lo mismo sucede para el TITULAR del sujeto obligado en virtud de que, a pesar de que fue omiso en rendir el informe que le fue solicitado, así se desprende de autos ya que en la especie por tratarse de una solicitud de acceso a la información pública aquél es el titular de la aquí autoridad obligada.


SEXTO. Sobreseimiento. Dicha figura del sobreseimiento es la resolución por parte de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de carácter definitivo porque pone fin al procedimiento sin resolver las cuestiones de fondo, es decir, porque se haya actualizado alguno de los supuestos que establece el artículo 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

En la especie, el DIRECTOR DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN del sujeto obligado cuando rindió su informe ante esta Comisión de Transparencia expresó que se actualizaba la fracción I, del artículo 175 de la Ley de Transparencia. 


Ahora, dicho artículo refiere que:
ARTÍCULO 175. Las resoluciones de la CEGAIP podrán:
I. Desechar o sobreseer el recurso;


Como se ve, ese artículo prevé que las resoluciones de esta Comisión de Transparencia podrán desechar o sobreseer el recurso.


Sin embargo, dicho servidor público no expresó cuál causal de sobreseimiento se actualizaba, pues no es suficiente la sola cita de artículos sin expresar las razones o bien justificarlas para que esta Comisión de Transparencia pudiese decretar el sobreseimiento, lo que en el caso, como se dijo no está demostrado y, la consecuencia lógica es que no proceda el sobreseimiento.


SÉPTIMO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber otra causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.


OCTAVO. Estudio de los agravios. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública entra al estudio de los agravios de conformidad con lo siguiente.

8.1. Agravio.

El recurrente expresó, que en la respuesta que se le dio no motivó ni justificó porque no hacen auditorías ambientales y que no le están dando una respuesta adecuada y que exigía las razones detalladas de por qué no las hacían.
8.1.1. Agravio fundado.

Le asiste la razón al recurrente en virtud de que los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado refieren:

ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

Esto es, que si la información que le fue solicitada deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, se presume que la misma debe de existir o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones o bien, que en los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.


En el caso el DIRECTOR DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN en su respuesta a la solicitud de acceso a la información pública mediante el oficio MEM DAYS/118/2016 expresó que si bien era cierto que el Reglamento interior de la Secretaria (sic) de Ecología y Gestión Ambiental se señala lo relacionado con auditorías ambientales, también lo es que a la fecha no se ha implementado en virtud de que no se ha elaborado el Reglamento en materia de Auditorías Ambientales. 

Esto es que el propio DIRECTOR DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN reconoce que hay obligación de elaborar la información que le fue solicitada, esto es cuántas auditorías o peritajes ambientales se habían realizado dentro del periodo de septiembre de 2015 dos mil quince a agosto de 2016 dos mil dieciséis.


Lo anterior se corrobora con el artículo 146 de la Ley Ambiental del Estado que establece:

ARTICULO 146. Los responsables del funcionamiento de una empresa podrán en forma voluntaria y concertada con la SEGAM, a través de la Auditoría Ambiental, realizar el examen metodológico de sus operaciones, respecto de la contaminación y el riesgo que generan, así como el grado de cumplimiento de la normatividad ambiental y de los parámetros internacionales, así como de buenas prácticas de operación e ingeniería aplicables, con el objeto de definir las medidas preventivas y correctivas necesarias para proteger el ambiente en la Entidad.

La SEGAM desarrollará programas dirigidos a obtener un reporte propio de las empresas y a fomentar la realización de auditorías ambientales en el ámbito de su competencia, por parte de las empresas que se ubiquen en el territorio del Estado y podrá supervisar su ejecución, para tal efecto:

I. Elaborará los términos de referencia que establezcan la metodología para la realización de las auditorías ambientales, o de la forma y términos como se efectuará el propio reporte;

II. Establecerá un sistema de aprobación y acreditamiento de peritos y auditores ambientales, determinando los procedimientos y requisitos que deberán cumplir los interesados para incorporarse a dicho sistema, siendo de aplicación supletoria a la presente Ley la observancia de lo dispuesto en la Ley Federal sobre Metrología y Normalización.

Para tal efecto, integrará un Comité Técnico Consultivo constituido por representantes de instituciones de educación superior, de investigación, colegios y asociaciones profesionales, así como organizaciones del sector industrial;

III. Desarrollará programas de capacitación en materia de peritajes y auditorías ambientales;

IV. Instrumentará un sistema de reconocimientos y estímulos que permita identificar a las industrias que se ubiquen en el territorio del Estado, que cumplan oportunamente los compromisos adquiridos en las auditorías ambientales;

V. Promoverá la creación de centros regionales de apoyo a la mediana, pequeña y micro industria, con el fin de facilitar la realización de auditorias (sic) en dichos sectores, y

VI. Convendrá o concertará con personas físicas o morales, públicas o privadas, la realización de auditorías ambientales y de autoreporte industrial.


A su vez, las fracciones VI, VII, VIII, XIII y XVI, del artículo 12 del Reglamento Interior del sujeto obligado refiere que:
Artículo 12.- Compete a la Dirección de Auditoría y Supervisión el ejercicio de las siguientes atribuciones:

[…]

VI.- Elaborar los procedimientos y programas para la realización y seguimiento de auditorias (sic) ambientales y supervisar el cumplimiento del plan de acción que se programa como resultado de ésta.

VII.-  Promover en los grupos y cámaras industriales dentro del estado, la realización bajo su supervisión de auditorías ambientales y participar dentro de las comisiones interinstitucionales que se conforme en las auditorías competencias de la federación.
VIII.- Promover la realización de auditorías y peritajes ambientales de jurisdicción local a las empresas o entidades públicas y privadas, respecto a los sistemas de explotación, almacenamiento, transporte, producción, transformación, comercialización, uso o disposición de desechos, compuestos o actividades que, por su naturaleza, constituyan o puedan construir un riesgo potencial para el ambiente dentro del Estado, verificando los sistemas y dispositivos necesarios para el cumplimiento de la normatividad ambiental, así como las medidas y capacidad de las empresas o entidades dentro del Estado para prevenir y actuar en caso de contingencias y emergencias ambientales.

[…]

XIII.- Determinar, como resultado de las auditorías ambientales, las medidas preventivas y correctivas, acciones, estudios, proyectos, obras, procedimientos y programas que deberá realizar el particular, la empresa u organismo auditado, así como los plazos para su cumplimiento, las infracciones a las disposiciones jurídicas aplicables y las sanciones correspondientes en cada caso.

[…]

XVI.- Coordinar las auditorías y peritajes ambientales necesarios para prevenir emergencias o contingencias ambientales derivadas de actividades que constituyan un riesgo potencial del ambiente dentro del estado o promover la suspensión o cancelación de ésta en caso de ser necesario. 


De lo expuesto está claro que, en la especie la información que le fue solicitada al sujeto obligado deriva del ejercicio de sus facultades, competencias y funciones ya que se presume que la misma debe de existir de las disposiciones vistas tenemos que:

· La SEGAM desarrollará programas dirigidos a obtener un reporte propio de las empresas y a fomentar la realización de auditorías ambientales en el ámbito de su competencia, por parte de las empresas que se ubiquen en el territorio del Estado.

· La SEGAM  podrá supervisar la ejecución de las auditorías ambientales y, para tal efecto elaborará los términos de referencia que establezcan la metodología para la realización de las auditorías ambientales, o de la forma y términos como se efectuará el propio reporte.
· La SEGAM establecerá un sistema de aprobación y acreditamiento de peritos y auditores ambientales, determinando los procedimientos y requisitos que deberán cumplir los interesados para incorporarse a dicho sistema, siendo de aplicación supletoria a la presente Ley la observancia de lo dispuesto en la Ley Federal sobre Metrología y Normalización.
· La SEGAM desarrollará programas de capacitación en materia de peritajes y auditorías ambientales.
· La SEGAM promoverá la creación de centros regionales de apoyo a la mediana, pequeña y micro industria, con el fin de facilitar la realización de auditorías en dichos sectores, y
· La SEGAM convendrá o concertará con personas físicas o morales, públicas o privadas, la realización de auditorías ambientales.
· Que compete a la DIRECCIÓN DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN las atribuciones de elaborar los procedimientos y programas para la realización y seguimiento de auditorías ambientales y supervisar el cumplimiento del plan de acción que se programa como resultado de ésta; promover la realización de auditorías y peritajes ambientales de jurisdicción local a las empresas o entidades públicas y privadas; determinar, como resultado de las auditorías ambientales, las medidas preventivas y correctivas, acciones, estudios, proyectos, obras, procedimientos y programas que deberá realizar el particular, la empresa u organismo auditado, así como los plazos para su cumplimiento, las infracciones a las disposiciones jurídicas aplicables y las sanciones correspondientes en cada caso y coordinar las auditorías y peritajes ambientales necesarios para prevenir emergencias o contingencias ambientales derivadas de actividades que constituyan un riesgo potencial del ambiente dentro del estado o promover la suspensión o cancelación de ésta en caso de ser necesario. 


De lo anterior, está claro que de las disposiciones vistas hay una obligación de hacer, en el caso auditorías y peritales ambientales.

Sobre el tópico la DIRECCIÓN DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN al momento de que hizo sus alegaciones
 refirió que:
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1.- De la solicitud realizada se advierte que al peticionario le interesaba obtene;’ 1o siguiente:
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nombre de la empresa, fecha en que se realizo la auditoria o peritaje, quienes la realizarony
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Si bien es cierto que el articulo 12 fraccién V111 del Reglamento Interior de la Secretaria de
Ecologfa y Gestién Ambiental, sefiala que le compete a la Direccién de Auditoria y Supervision la
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potencial para el ambiente dentro del Estado, verificando los sistemas y dispositivos necesarios para*
el cumplimiento de la normatividad ambiental, asf como las medidas y capacidad de las empresas o

entidades dentro del Estado para prevenir y actuar en caso de contingencias y emergencias
ambientales”. Asi mismo en el Titulo Décimo Primero de la Ley Ambiental del Estado de San Luis
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procedimientos y requisitos que deberdn cumplir los interesados para incorporarse a dichos
sistemas, asf mismo se prevé que la autoridad ambiental estatal debera poner a disposicién de
quienes resulten o puedan resultar directamente afectados, los programas preventivos y
correctivos derivados de las auditorias, asi como el diagnéstico bésico”. También lo es que se
necesita un QRIZENAMIENI.Q_LUBIDIQQ el cual este publicado en el Periédico Oficial del Estado
Vi que tenga por objeto reglamentar la Ley
Ambiental del Estado de San Luis Potosi, en relacién con el procedimiento autorregulacién y
auditorias ambientales, en el cual se establezcan las disposiciones generales, el desarrollo de
auditorfa ambientales, el plan de accién, certificado como industria limpia, de las auditorfas
ambientales, de las medidas de seguridad y sanciones, asf como su campo de aplicacion.
Ahora bien en el caso que nos ocupa y tal y como se sefial6 en la contestacion de la pregunta de
transparencia con niimero de folio 00384216 se le manifesté al recurrente que hasta la fecha no se
ha elaborado el Reglamento en materia de Auditorfa Ambientales, haciendo la aclaracién que dicha
atribucién no le compete a la Direccién de Auditorfa y Supervisién, motivo por el cual POR
CAUSAS AJENAS A NUESTRA VOLUNTAD la Direccién de Auditorfa y Supervisién se encuentra
IMPOSIBILITADA JURIDICAMENTE para ejercer la facultad sefialada en la fraccién VIII del
articulo 12 del Reglamento Interior de la Secretaria de Ecologia y Gestién Ambiental,

Eh; erczso de que se llevaran a cabo las auditorfas ambientales por parte de la Direccién de

u&ltona y Supervls)én de esta Secretarfa de Ecologfa y Gestibn Ambiental, estas serfan
mconsntuclona!es violentando con ellos los derechos humanos de legalidad y seguridad juridica,
conténidas en los articulos: 19, 14, 15 y 17 de la Constitucién Polftica de los Estados Unidos

Mexlcanow relacién con los Tratados Internacionales suscritos por nuestro pafs en materia de
Derechoﬁ Humanos






Así, en esencia la DIRECCIÓN DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN expresó que no hay una reglamentación en materia de auditorías ambientales y, que por ende lo anterior no era competencia de aquélla y que por causas ajenas a su voluntad esa Dirección se encontraba jurídicamente imposibilitada para ejercer sus funciones. 

Ahora bien, a juicio de esta Comisión de Transparencia el dicho de la DIRECCIÓN DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN de la SEGAM no es suficiente para acreditar su inexistencia, ya que, en todo caso debe de seguir el procedimiento para declara la inexistencia de la información de acuerdo con los artículos 19, 52, fracciones II y II, 160, fracciones I, II y III y 161 de la Ley de Transparencia que establecen lo siguiente:
ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.
ARTÍCULO 52. Cada Comité de Transparencia tendrá las siguientes funciones:

I. Instituir, coordinar y supervisar, en términos de las disposiciones aplicables, las acciones y los procedimientos para asegurar la mayor eficacia en la gestión de las solicitudes en materia de acceso a la información;

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados;

III. Ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas facultades, competencias o funciones;

ARTÍCULO 160. Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia:

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información;

II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del Documento;

III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia, y

ARTÍCULO 161. La resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.

Dichos preceptos son claros al referir que se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados y que en caso de que lo anterior no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

Por ende, cada Comité de Transparencia del sujeto obligado tiene la función de confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de declaración de inexistencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados, para ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas facultades, competencias o funciones.

De ahí que, cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia:

a. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información.

b.  En caso de no lograr lo anterior, expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento.
c. Y, ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia.
d.  Que la resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.


Lo anterior quedó evidenciado que no se llevó a cabo.

Se sostiene lo dicho porque no es motivo suficiente que la DIRECCIÓN DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN en sus alegaciones sólo haya expresado que no había una reglamentación en materia de auditorías ambientales y, que por ende lo anterior no era competencia de aquélla y que por causas ajenas a su voluntad esa Dirección se encontraba jurídicamente imposibilitada para ejercer sus funciones.


Como se ve, no motivó su inexistencia –además de que lo anterior lo tenía que hacer el Comité de Información– en el sentido de explicar porqué no hay una reglamentación en materia de auditorías ambientales, si no es competencia de esa Dirección, entonces quién era el facultado para llevar a cabo dicha reglamentación, cuáles eran esas causas ajenas a su voluntad de no poder llevar a cabo las auditorías. Lo anterior no lo explicó la DIRECCIÓN DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN.


Además de que, de la propia Ley Ambiental del Estado, la ley que se aplica de manera supletoria es la Ley Federal sobre Metrología y Normalización.

Derivado de lo anterior y, precisamente al ser supletoria le ley mencionada esta Comisión de Transparencia al hacer una búsqueda en el sistema mundial de diseminación y obtención de datos denominado "Internet", constituye un adelanto tecnológico que cada día forma parte de la práctica jurídica y es aceptado acudir a ese medio para obtener información, encontró que el 2 dos de octubre de 2013 dos mil trece fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la DECLARATORIA DE VIGENCIA DE LAS NORMAS MEXICANAS NMX-AA-162-SCFI-2012, AUDITORÍA AMBIENTALMETODOLOGÍA PARA REALIZAR AUDITORÍAS Y DIAGNÓSTICOS, AMBIENTALES Y VERIFICACIONES DE CUMPLIMIENTO DEL PLAN DE ACCIÓN-DETERMINACIÓN DEL NIVEL DE DESEMPEÑO AMBIENTAL DE UNA EMPRESA-EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO DE AUDITORES AMBIENTALES Y NMX-AA-163-SCFI-2012, AUDITORÍA AMBIENTAL-PROCEDIMIENTO Y REQUISITOS PARA ELABORAR UN REPORTE DE DESEMPEÑO AMBIENTAL DE LAS EMPRESAS
. 

La anterior norma tiene como objetivo y campo de aplicación  las siguientes:

a) Establecer la metodología para realizar una auditoría ambiental, un diagnóstico ambiental, o una verificación de cumplimiento del plan de acción.

b) Definir los requisitos y parámetros que deben ser considerados para evaluar y determinar el nivel de desempeño ambiental de una empresa.

c) Establecer los requisitos para la elaboración del informe derivado de una auditoría ambiental, un diagnóstico ambiental o una verificación de cumplimiento del plan de acción.

d) Establecer los criterios de evaluación del desempeño de los auditores ambientales.

Esta Norma Mexicana es aplicable a todas aquellas empresas que solicitan un certificado ambiental o la renovación del mismo, a través del proceso de auditoría ambiental.

Asimismo, es aplicable a los auditores ambientales que apoyan a las empresas en este proceso.

De lo expuesto está claro que, contrario a lo afirmado la DIRECCIÓN DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN si hay una metodología para realizar una auditoría ambiental y, lo anterior incluso se corrobora con el propio reglamento interno de la SEGAM –y que ya quedó visto, artículo 12, fracción VI– en la parte donde establece que  compete a aquélla la atribución de elaborar los procedimientos y programas para la realización y seguimiento de auditorías ambientales y supervisar el cumplimiento del plan de acción que se programa como resultado de ésta.


Por todo lo anterior el agravio resultó fundado en virtud de que se debe de justificar a través del Comité de Información porqué la DIRECCIÓN DE AUDITORÍA Y SUPERVISIÓN no obstante de que tanto la norma mexicana y el reglamento interno establecen una metodología y elaborar un procedimiento para las auditorías ambientales no se ha llevado a cabo, por lo que toca a la solicitud de acceso a la información pública sobre.  

8.2. Sentido y efectos de la resolución.

Por ello, al resultar el agravio fundado lo procedente es que esta Comisión de Transparencia revoque la respuesta para que la autoridad emita otra en la que:
8.2.1. El Comité de Información de la SEGAM analice el caso y tome las medidas necesarias para localizar la información.

8.2.2. En caso de no lograr lo anterior, el Comité de Información de la SEGAM expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento.

8.2.3. El Comité de Información de la SEGAM exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia.


 Que la resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.

8.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

·  La resolución del Comité de Información que confirme la inexistencia de la información debe de entregarse por vía electrónica al solicitante o mediante el correo electrónico que éste señaló para oír y recibir notificaciones o bien, en caso de no poder notificar por medio de lo anterior las notificaciones y entrega de la información deberá de realizarse en los estrados del sujeto obligado.


8.4. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de tres días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado una vez que la presente resolución se declare ejecutoriada.

8.5. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a la notificación del auto que la declare ejecutoriada en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

8.6. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar el presente resolución, se le impondrá la multa establecida en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  
RESOLUTIVO 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública revoca la respuesta del ente obligado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando octavo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.
Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria del Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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